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RESUMEN 

 
El tema de investigación que se plantea en la tesis, tiene como base la siguiente 

interrogante ¿Existe vulneración del principio de proporcionalidad en las Resoluciones 

emitidas por el Órgano Sancionador de los Procesos Administrativos Disciplinarios, 

impuestos a los trabajadores de la Red de Salud Utcubamba, durante el periodo junio 

2018 – junio 2019? Para cuya solución se debió determinar la observancia de los 

fundamentos del principio de proporcionalidad en las sanciones del procedimiento 

administrativo disciplinario de la Ley N° 30057, impuestos en la Red de Salud 

Utcubamba, durante el periodo junio 2018 - junio 2019; también se tuvo que determinar 

los   alcances   generales de la Ley Servir, Ley N° 30057, explicar el procedimiento 

administrativo disciplinario presente en nuestra legislación y analizar el principio de 

proporcionalidad en sentido estricto en la Ley N° 30057. Se tiene como hipótesis la 

siguiente: Sí existe vulneración del principio de proporcionalidad en las Resoluciones 

emitidas por el Órgano sancionador de los procesos administrativos disciplinarios, 

impuestos a los trabajadores de la Red de Salud Utcubamba, durante el periodo junio 2018 

– junio 2019. Para lograr demostrar la hipótesis, se hizo uso de la hermenéutica jurídica 

y la dogmática jurídica, además que como instrumentos será necesario acudir a la 

observación documental y a la hoja de recojo de datos. Finalmente, se llegó a concluir 

que en las resoluciones en donde se sanciona a un servidor público, no se lleva a cabo una 

adecuada fundamentación del principio de proporcionalidad, por lo que sí existe 

Vulneración del principio de Proporcionalidad. 

 
Palabras clave: Principio de proporcionalidad, servidor público, Ley Servir, sanción, 

falta administrativa, Proceso Administrativo Disciplinario 
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ABSTRACT 

 
The research topic raised in the thesis is based on the following question: Is there a 

violation of the principle of proportionality in the Resolutions issued by the Sanctioning 

Body of Disciplinary Administrative Processes, imposed on the workers of the 

Utcubamba Health Network, the period June 2018 - June 2019? For whose solution it was 

necessary to determine the observance of the foundations of the principle of 

proportionality in the sanctions of the disciplinary administrative procedure of Law N ° 

30057, imposed on the Utcubamba Health Network, during the period June 2018 – June 

2019; It was also necessary to determine the general scope of the Servir Law, Law No. 

30057, explain the disciplinary administrative procedure present in our legislation and 

analyze the principle of proportionality in the strict sense in Law No. 30057. The 

following hypothesis is assumed: There is a violation of the principle of proportionality 

in the Resolutions issued by the Sanctioning Body of disciplinary administrative 

processes, imposed on the workers of the Utcubamba Health Network, during the period 

June 2018 - June 2019. In order to prove the hypothesis, use was made of legal 

hermeneutics and legal dogmatics, in addition to that as instruments it will be necessary 

to go to the documentary observation and the data collection sheet. Finally, it was 

concluded that in the resolutions where a public servant is sanctioned, an adequate 

foundation of the principle of proportionality is not carried out, so there is a violation of 

the principle of proportionality. 

 
Keywords: Principle of proportionality, public servant, Serving Law, sanction, 

administrative offense, Administrative Disciplinary Process.
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II. MATERIAL Y MÉTODOS  

2.1.   Tipo de investigación 

La presente investigación constituye una investigación cualitativa, pues se 

generó con el planteamiento de un problema delimitado y concreto; el mismo 

que se ocupa de aspectos específicos externos del objeto de estudio, y el 

marco teórico que guía el estudio fue elaborado sobre la base de la revisión 

de la bibliografía. (Hernández, Fernández & Batista, 2010, p.128). 

2.2. Diseño de la investigación 

La presente investigación está basada en un modelo no experimental, de modo 

transversal o transeccional, de tipo descriptivo analítico y correlacional. 

 

2.2.1. Diseño es no experimental, puesto que ha consistido en observar 

el fenómeno ya existente en su contexto natural, para proceder a 

realizar el análisis. Además, en la presente investigación no se 

manipuló las variables, pues no se tiene control directo sobre dichas 

variables ni se puede influir en ellas, porque ya sucedieron al igual 

que sus efectos y es ajeno a la voluntad del investigador. (Hernández, 

Fernández & Batista, 2014. p. 152). 

 
2.2.2. Diseño transeccional descriptivo, ha permitido realizar una 

descripción entre las variables en uno o más grupos de indicadores 

en determinado momento (Azañero, 2016, p. 75). 

 

2.3. Población, muestra y muestreo 

 

2.3.1. Población 

La población en la presente investigación, estuvo representada por 

el número de resoluciones de sanción administrativa a los 

trabajadores de la Red de Salud Utcubamba, durante el periodo junio 

2018 – junio 2019, sumando un total de 10 expedientes de procesos 

administrativos disciplinarios, donde en 6 de ellos se ha emitido 

resolución imponiendo una sanción administrativa.} 
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2.3.2.      Muestra 

La muestra estuvo constituida por 6 resoluciones de sanción emitidas 

por el Órgano Sancionador de Procesos Administrativos 

Disciplinarios de la Red de Salud Utcubamba, durante el periodo 

junio 2018 – junio 2019. 

 

2.3.3.       Muestreo 

Por tratarse de un tipo de población y muestra especifica no se 

utilizará formula alguna, significa que el estudio comprende un tipo 

de muestreo no probabilístico por conveniencia. 

 

2.4. Métodos, técnicas e instrumentos de recolección de datos y 

procedimiento 

2.4.1. Métodos 

Los métodos científicos utilizados en la presente investigación 

fueron los siguientes: 

 

a. Método lógico: Mediante este método se realizó el análisis y 

comparación de la realidad problemática, a fin de elaborar 

conclusiones generales a partir de los objetivos e hipótesis 

planteada, partiendo del análisis particular de cada resolución de 

sanción emitida por el órgano sancionador de la Red de Salud 

de Utcubamba, para llegar a determinar la vulneración del 

principio de proporcionalidad en las resoluciones emitidas por 

el órgano sancionador de los procesos administrativos 

disciplinarios, impuestos a los trabajadores de la Red de Salud 

Utcubamba, durante el periodo junio 2018 – junio 2019. 

 

b. Método deductivo: Este método permitió conocer la realidad 

global de las variables dependiente e independiente, analizando 

el problema desde lo general hasta llegar a lo específico, y 

determinar la vulneración del principio de proporcionalidad de las 

resoluciones administrativas emitidas por el órgano sancionador 

de la Red de Salud Utcubamba. 

 



20  

c. Método analítico: Esté método permitió realizar el análisis de los 

resultados obtenidos de las resoluciones de sanción emitidas por 

el órgano sancionador de la Red de Salud de Utcubamba, 

mediante el uso de instrumentos como la ficha de recojo 

documental. 

d. Método descriptivo – explicativo: Mediante este método se 

realizó el acopio y registro de la información fundamental y 

necesaria de las resoluciones de sanción emitidas por el órgano 

sancionador de la Red de Salud de Utcubamba, durante el periodo 

junio 2018 a junio de 2019, la misma que permitió determinar y 

corroborar determinar la vulneración del principio de 

proporcionalidad en las resoluciones de sanción impuestas a los 

trabajadores de la Red de Salud Utcubamba, y de esta manera 

poder arribar a la discusión de resultados y conclusiones de la 

investigación. 

 

2.4.2. Técnicas 

Las técnicas utilizadas en la presente investigación fueron: 

a. Análisis documental: mediante esta técnica se realizó el análisis 

de las resoluciones de sanción administrativa emitidas por el 

órgano sancionador de la Red de Salud de Utcubamba, durante el 

periodo junio 2018 a junio 2019, asimismo, se analizó los aspectos 

relacionados a la aplicación del principio de proporcionalidad 

entre la sanción aplicada y la falta cometida por el administrado. 

2.4.3. Instrumentos 

El instrumento utilizado en la presente investigación es la ficha de recojo 

documental 

 

2.5. Procedimiento y presentación de datos 

 El desarrollo de la presente investigación, se realizó en el siguiente orden: 

❖ Primero, se elaboró el instrumento de investigación, constituido por 

la ficha de recojo de información, la misma que han permitido obtener 

de manera precisa información, a fin de demostrar los objetivos 
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planteados, y corroborar nuestra hipótesis respecto a que: sí existe 

vulneración del principio de proporcionalidad en las resoluciones 

emitidas por el órgano sancionador de los procesos administrativos 

disciplinarios, impuestos a los trabajadores de la Red de Salud 

Utcubamba, durante el periodo junio 2018 – junio 2019, por cuanto 

no se realiza una debida determinación de la sanción a las faltas y 

tampoco se ha realizado una debida graduación de la sanción a 

imponerse. 

❖ Acto seguido, se realizó el acopio y recopilación de información del 

total de resoluciones de sanción administrativa emitidas por el órgano 

sancionador de la Red de Salud de Utcubamba del periodo junio de 

2018 a junio de 2019, las mismas que han permitido determinar y 

corroborar la vulneración del principio de proporcionalidad entre las 

sanciones impuestas y las faltas cometidas por los administrados de la 

Red de Salud de Utcubamba. 

❖ Asimismo, se organizó, presentó y procesó los datos obtenidos, para 

ser analizados e interpretados haciendo uso de la estadística 

descriptiva. 

❖ De acuerdo a los datos obtenidos, se procedió a realizar la discusión 

de los resultados, en base a los objetivos planteados, a la doctrina, 

normas legales e investigaciones realizadas por otros autores a nivel 

nacional e internacional. 

❖ Finalmente, se arribó a conclusiones y recomendaciones, las mismas 

que guardan relación con los objetivos planteados 
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III. RESULTADOS 

En esta etapa de la investigación, se procedieron a graficar y describir la 

información obtenida de las resoluciones de sanción emitidas por el órgano 

sancionador de la Red de Salud de Utcubamba, durante el periodo comprendido 

entre junio de 2018 a junio de 2019, resultados que se muestran a continuación: 
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IV. DISCUSIÓN 

En la presente investigación, se ha establecido como primer objetivo específico, el 

analizar el principio de proporcionalidad en sus tres vertientes: a) La idoneidad, b) 

La necesidad de la sanción, c) La proporcionalidad en sentido estricto, en el marco 

de la legislación, la doctrina y jurisprudencia. 

En este sentido, es preciso mencionar que la Real Academia Española ha 

establecido en referencia a lo que se entiende por principio, indicando que es el 

“axioma que plasma una determinada valoración de justicia constituida por doctrina 

o aforismo que gozan de general y constante aceptación” (Diccionario del español 

jurídico, 2020). 

 

De la misma forma, conceptualiza que el principio de proporcionalidad es entendido 

como “aquel principio jurídico en virtud del cual las penas han de ser necesarias y 

proporcionadas a la gravedad del delito cometido” (Diccionario del español 

jurídico, 2020). 

En la doctrina comparada, Arnold, Martínez y Zuñiga, manifiestan que el principio 

de proporcionalidad apunta a la interdicción de actuaciones o intervenciones 

excesivas por parte de los poderes públicos, y a partir de la jurisprudencia del 

Tribunal Constitucional Federal (TCF), la proporcionalidad pasó a transformarse en 

un principio constitucional de protección de los derechos fundamentales. En virtud 

de él se “prohíbe que las acciones de los poderes públicos sean excesivas y se 

establece la obligación de que estén contenidas dentro de sus propios límites”. Por 

ende, se trata esencialmente de un principio destinado a proteger los derechos y 

libertades, que, si bien no está escrito, el TCF entiende que está implícito en los 

fundamentos del sistema constitucional alemán. (2012) 

 

Por su parte, la doctrina nacional, manifiesta Que: 
 

El principio de proporcionalidad, que también es conocido como “proporcionalidad de 

injerencia”, “prohibición de exceso”, “principio de razonabilidad”, entre otras 

calificaciones, en realidad viene a ser un principio de naturaleza constitucional que 

permite medir, controlar y determinar que aquellas injerencias directas o indirectas, tanto 

de los poderes públicos como de los particulares, sobre el ámbito o esfera de los derechos 

de la persona humana, respondan a criterios de adecuación 

coherencia, necesidad, equilibrio y beneficio entre el fin lícitamente perseguido y 

los bienes jurídicos potencialmente afectados o intervenidos, de modo que sean 
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compatibles con las normas constitucionales. Se trata, por tanto, de una herramienta 

hermenéutica que permite determinar la constitucionalidad tanto de la intervención 

o restricción como de la no intervención de los poderes públicos sobre los derechos 

fundamentales. (Beteta, s.f, p.9) 

Efectivamente, como se pudo apreciar tanto la doctrina nacional como internacional 

unifica criterios respecto a que el principio de proporcionalidad es de carácter 

constitucional que busca regular y evitar las intervenciones excesivas por parte de 

los poderes públicos del Estado, en tutela de los derechos de los administrados, por 

lo que el núcleo de este principio consiste en realizar una ponderación entre los 

hechos cometidos y la sanción a aplicarse. Por tanto, se puede afirmar que este 

principio busca principalmente evitar una utilización arbitraria y desproporcional 

de la aplicación de las medidas correctivas o de sanción que conlleven a una 

limitación de los derechos fundamentales, ya sea mediante la aplicación de una pena 

o una sanción administrativa, para tal efecto se debe realizar una ponderación entre 

los bienes o derechos materia de protección y la medida a aplicarse. 

 

En este sentido, la doctrina ha desarrollado al principio de proporcionalidad, que 

comprende o se enmarca dentro de tres dimensiones como son la necesidad, 

idoneidad y proporcionalidad propiamente dicha: 

Criterio de idoneidad 

 
Mejor conocido en la doctrina como la adecuación de los medios escogidos para la 

consecución del fin perseguido, en tal sentido, bajo el test de idoneidad, debe de 

analizarse una relación de causalidad, entre el medio y fin, justificando en este 

sentido si la medida preventiva o sancionadora requerida como un mecanismo o 

medio, tendría algún vínculo con el fin propuesto, es decir para que la medida 

incoada contra una persona, será idónea solo en la medida que el objeto de la medida 

sea legitima, y tenga un contenido constitucional. 

 
Al respecto, Beteta (s.f), manifiesta que: 

 

El primer aspecto de análisis de idoneidad consiste en verificar si el fin puede ser 

considerado legítimo desde el punto de vista constitucional. Este primer elemento 

es un presupuesto del segundo. Solamente se ha determinado de antemano qué 

finalidad persigue la intervención legislativa, y si se ha constatado que esta finalidad 
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no resulta ilegítima desde la perspectiva de la Constitución, podrá enjuiciarse si la 

medida adoptada por el Legislador resulta idónea para contribuir a su realización. 

(p. 14) 

 

Si bien es cierto, el principio de proporcionalidad, ha sido mayormente 

desarrollado en la doctrina y jurisprudencia del derecho penal, ello no restringe 

poder desarrollar el contenido de este principio desde esta óptica jurídica, ya que se 

aplicará de manera supletoria en el derecho administrativo sancionador, al respecto, 

se tiene que uno de los principales aportes respecto al principio de proporcionalidad, 

se encuentra recogido en la sentencia del Baguazo, del caso denominado “curva del 

diablo”, emitida por la Sala Penal de Apelaciones Transitoria Liquidadora de Bagua 

de la Corte Superior de Justicia de Amazonas, recaída en el expediente n° 00194-

2009, donde respecto al subprincipio de idoneidad se precisa lo siguiente: 

El análisis de idoneidad comprende dos momentos: 1. Analizar si con la restricción 

se persigue una finalidad constitucional, es decir, si se busca concretar un bien 

jurídico constitucional (un derecho fundamental, un principio, un valor o directriz 

constitucional). 2. Determinar que la medida sea idónea para la protección de otros 

derechos y bienes constitucionales y para alcanzar la finalidad. En tal sentido, el 

análisis de idoneidad supone “(…) de un lado, que ese objetivo sea legítimo; y, de 

otro, que la idoneidad de la medida examinada tenga relación con el objetivo, es 

decir, que contribuya de algún modo con la protección de otro derecho o de otro 

bien jurídico relevante” (Ruiz, 2019). 

 

Asimismo, Burga, 2011, indica que: este subprincipio ha sido conceptualizado por 

nuestro Tribunal como una relación de causalidad, de medio a fin, entre el medio 

adoptado, a través de la intervención legislativa, y el fin propuesto por el legislador. 

Es decir, que el análisis de idoneidad supone, “(…) de un lado, que ese objetivo sea 

legítimo; y, de otro, que la idoneidad de la medida examinada tenga relación con el 

objetivo, es decir, que contribuya de algún modo con la protección de otro derecho 

o de otro bien jurídico relevante”. De dicha conceptualización, se puede afirmar 

que la idoneidad o adecuación debe ser medida con relación a los derechos o 

principios que, efectivamente, se encuentran comprometidos, al margen de que de 

los objetivos aparentes o hipotéticos expuestos por quien interviene en el ámbito de 

un derecho fundamental, resulten o se mencionen como afines a los derechos no 
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comprometidos realmente. 

En esta misma línea, la referida autora cita a dos sentencias, emitidas por el Tribunal 

Constitucional, donde se evidencia claramente la aplicación del sub principio de 

idoneidad, las mismas que se ven reflejadas de la siguiente manera: 

 

Caso Calle de las Pizzas (Asociación de Comerciantes San Ramón y Figari) 

- STC Exp. nº 0007-2006-PI/TC. 

Aquí, el Tribunal realizó dos análisis de proporcionalidad. En el primero de ellos 

se trató de establecer la constitucionalidad de las ordenanzas nº 212-2005 y 214-

2005 cuyo objeto era que se resguarde la tranquilidad y seguridad de los vecinos 

miraflorinos. En este caso, el Tribunal hizo la siguiente ponderación: garantizar la 

vida y la integridad estableciendo una restricción de la hora máxima de apertura de 

un establecimiento, versus garantizar la vida, seguridad e integridad física de los 

trabajadores y concurrentes de los establecimientos de la zona bajo restricción a 

través de la limitación del horario máximo de apertura de estos; siendo el resultado 

de dicha ponderación negativo, estableciendo, en el análisis de idoneidad del medio, 

que la restricción de horarios en la atención de los establecimientos ubicados en la 

zona objeto de la medida, no constituye una medida idónea para la prosecución del 

objetivo que se propone la municipalidad, es decir, el resguardo de la tranquilidad 

y seguridad de los vecinos miraflorinos. 

 

Caso sobre la legislación contra el terrorismo - STC Exp. nº 0010-2002- 

AI/TC 

En esta sentencia, el Tribunal estableció que la cadena perpetua resultaba una 

medida desproporcionada por inadecuada con relación a los fines constitucionales 

de la pena, que no puede sino orientarse hacia la resocialización del condenado y 

no a su “cosificación” en el que este termina considerado como un objeto de la 

política criminal del Estado, sin posibilidades de ser objeto de medidas de su 

resocialización. (p. 259). 

Finalmente, en esta línea de argumentación, la doctrina comparada, respecto a la 

idoneidad o adecuación, ha expresado que este subprincipio se desarrolla en dos 

vertientes para determinar la licitud de una intervención en un derecho 

fundamental: 

1) aquella medida legislativa debe tener un fin legítimo (…) en este caso, para 
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intervenir un derecho fundamental, el legislador debe intentar lograr un “fin 

constitucionalmente legítimo”, “un estado de cosas que debe alcanzarse por estar 

ordenado por un principio constitucional”, entonces, dado que los derechos 

fundamentales se garantizan en la constitución, para ser una limitación legítima al 

ámbito de aplicación de éstos, el fin legislativo debe estar permitido por ley 

suprema, y tender a satisfacer un principio constitucional, lo que evidentemente 

excluye como legítimo a todo fin prohibido por ella, pues limitar la eficacia de los 

derechos fundamentales en nombre de cualquier “interés” afectaría el principio de 

supremacía constitucional y aun su misma naturaleza de “derechos”; y 2) debe ser 

objetivamente idónea o adecuada para realizarlo, es decir que por su medio 

efectivamente pueda alcanzarse una situación que satisfaga el fin a que 

supuestamente sirve, por ser ella su consecuencia natural, en este sentido, la medida 

legislativa debe contribuir y facilitar de cualquier forma la realización del fin 

inmediato que persigue, pues el juicio de idoneidad no tiene por objeto provocar 

una excesiva intervención de la judicatura constitucional en la labor del legislador, 

porque “no se trata de imponer en vía jurisdiccional las medidas más idóneas y 

eficaces para alcanzar el fin propuesto, sino tan solo de excluir aquellas que puedan 

acreditarse como gratuitas o claramente ineficaces”. (Sánchez, s.f, pp. 40 – 44). 

 

Consecuentemente, tanto la doctrina nacional, como la doctrina comparada, 

coincide en que para comprobar la utilidad o idoneidad de una medida restrictiva 

de un derecho constitucional, habrá que realizar inicialmente una verificación y 

evaluación de si la medida a adoptar resulta apta para la consecución del fin 

perseguido, vale decir si supera la relación entre medio-fin, obviamente y como lo 

resalto Sánchez Rubén, que este medio sea legítimo, que está amparado por las 

normas constitucionales, y que el interés que se espera garantizar debe referirse a 

un interés de la sociedad, porque simple y sencillamente la justificación y 

legitimación de toda actividad estatal, se funda en la consecución del bien común 

de todos los integrantes de la sociedad. 

Criterio de necesidad 

 

La necesidad de la medida, va referido a la utilización de la misma para el logro 

del fin (que no exista otro medio que pueda conducir al fin), en este supuesto, para 

imponer una medida restrictiva de derechos se exige que no exista otro medio 
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alternativo más benigno con igual idoneidad para alcanzar el objetivo cautelar. 

 

Así lo ha señalado Ruiz, 2019, cuando indica que, conforme al análisis de 

necesidad, la medida será constitucional sólo si no existe otra alternativa que 

buscando la misma finalidad restrinja menos los derechos afectados. Y hace 

referencia a lo expresado en la sentencia “Curva del Diablo”, “la regla de necesidad 

evalúa la constitucionalidad de una medida restrictiva de derechos fundamentales 

en dos niveles. En primer lugar, se debe determinar si la medida sometida a control 

es la única idónea para favorecer la finalidad pretendida con su aplicación -lo que 

se denominará necesidad teleológica-; y, en segundo lugar, se debe analizar si dicha 

medida es la que implica una menor afectación en los derechos fundamentales - lo 

que se denomina necesidad técnica”. 

 

Igual criterio desarrolla Beteta, cuando señala que, en el criterio de necesidad se 

exige la necesaria aplicación de una medida que tenga a limitar el ejercicio de ciertos 

derechos fundamentales en el caso concreto, [esto es], que la medida deba encontrar 

una justificación en el caso sobre el cual pretende operar, [y que esta justificación], 

haga necesaria su aplicación. La necesidad de la medida, puede ser entendida desde 

una dimensión restringida o procesal, o, desde una dimensión amplia o extra 

procesal [considero a ésta última como criterio para analizar los casos “complejos”]. 

La primera atiende a que no debe existir ningún otro medio –más benigno– dentro 

de la ley, que justifique el objetivo propuesto, [es decir], compara la medida 

adoptada con otros medios alternativos disponibles, esta medida será necesaria 

siempre que su aplicación resulte siendo importante para los fines de la 

investigación. Respecto a la dimensión amplia o extra procesal, tiene más que ver 

con el contexto real, partiendo de comprender las estructuras lógico–objetivas, [es 

decir], si la medida que se pretende aplicar, es necesaria en atención al análisis que 

se hace del contexto real, [procurando en todo momento], no ocasionar un estado 

de caos políticosocial, que devengan en perjudiciales para la vigencia de la dignidad 

humana, a través del análisis que se hacen a las consecuencias que resultarían de, 

[si se admite o no], la aplicación de la medida. 

Esta dimensión se ubica en un punto intermedio entre el segundo presupuesto que 

hace referencia a la necesidad de aplicación de la medida, y al tercer presupuesto 

referido a la proporcionalidad propiamente dicha. La dimensión extra procesal, está 
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orientada en el sentido de que la medida que pretende limitar el ejercicio de los 

derechos fundamentales, [solo será necesaria], si del análisis realizado sobre el 

contexto material 

–y las estructuras lógico-objetivas del mundo real– la aplicación de la medida no 

afectase el orden social, y no desestabilizase el regular desenvolvimiento y 

funcionamiento de determinado grupo social. En buena cuenta, ello implica que la 

medida limitativa de derechos que se pretende aplicar, no sea perjudicial para el 

desempeño, y roles propios del sujeto sobre el cual se pretende incoar dicha medida. 

(pp. 14-15). 

 

En este sentido, es evidente que, en lo que respecta a una evaluación de las medidas 

a imponer, éstas deberán ser necesarias, en el aspecto que deban ser el único medio 

necesario e idóneo para lograr el fin propuesto, y este aspecto también es 

concordante con la doctrina comparada, pues la legislación mexicana, ha 

establecido respecto al criterio de necesidad, dos aspectos importantes que deben 

de tomarse en cuenta al momento de realizar el análisis de la proporcionalidad desde 

el criterio de necesidad. Así lo señala Sánchez Ruben, cuando indica que, este 

subprincipio dispone que la medida legislativa que restrinja un derecho 

fundamental, sea estrictamente indispensable para satisfacer el fin que a aquellos se 

intenta oponer, porque: 1) es la menos gravosa para el derecho afectado, entre 

diversas opciones igualmente idóneas para conseguir el fin mencionado; o 2) no 

existen opciones para satisfacer el fin perseguido o las disponibles afectan el 

derecho intervenido en una medida mayor. De no estar ante uno de los supuestos 

apuntados, la medida en cuestión será ilegítima porque intervendría un derecho 

fundamental de una manera que no sería estrictamente necesaria, porque existe 

alguna alternativa menos perjudicial para él, con los mismos resultados para el fin 

legislativo que se opone. 

 

Aunado a ello, corrobora lo expuesto, el criterio adoptado por el mismo Tribunal 

Constitucional, Caso Trabajadores del Perú (CGTP) - STC Exp. Nº 04677-2004- 

PA/TC, cuyo tenor está referido a un proceso de amparo presentado por la 

Confederación General de Trabajadores del Perú (CGTP) contra un decreto del 

alcalde de Lima Metropolitana que prohibía manifestaciones públicas en el Centro 

Histórico de Lima. El Tribunal consideró que existía un conflicto entre la exigencia 
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de protección del patrimonio histórico, como parte del contenido 

constitucionalmente protegido de las libertades culturales, y el derecho de 

manifestación y reunión; estableciendo que, en el caso, la medida de restricción de 

las manifestaciones en el centro histórico: “(…) si bien persigue un fin 

constitucionalmente válido (proteger el centro histórico como patrimonio cultural) 

y utiliza un medio idóneo para ello (prohibir las reuniones en el área que lo 

configura); sin embargo, al proscribir en abstracto toda reunión en el Centro 

Histórico de Lima (con la salvedad hecha de los eventos tradicionales), incurre en 

una medida absolutamente innecesaria, puesto que el mismo objetivo podría 

alcanzarse evaluando, caso por caso, las razones objetivas, suficientes y fundadas 

que puedan justificar la adopción de medidas restrictivas del ejercicio del derecho 

de reunión, siendo la prohibición la última ratio a la que debe acudir la autoridad 

administrativa” (Burga, 2011, p. 260). 

 

Consecuentemente, coincidimos en afirmar que tanto la doctrina como la 

jurisprudencia ha incidido en fijar el criterio respecto al subprincipio de necesidad 

o juicio de indispensabilidad, y es que básicamente debe examinarse si la 

intervención pública es indispensable, por no existir un instrumento o medio más 

moderado para su consecución, vale decir que se tiene que realizar una evaluación 

de entre los diversos medios posibles a aplicar, con la finalidad de optar por aquel 

que implique una menor restricción o afectación de la esfera jurídica de los 

afectados. 

 

Criterio de proporcionalidad en sentido stricto 

 

En este aspecto se debe de analizar la proporcionalidad entre medios y fin, es decir, 

que el principio satisfecho por el logro de este fin no sacrifique principios 

constitucionalmente más importantes. Lo cual implica que, una vez superado el test 

de idoneidad y necesidad de las medidas a imponerse, debe comprobarse y 

evaluarse si es que existe un equilibrio entre las ventajas y perjuicios que se 

producen al limitarse un derecho constitucional para salvaguardar otro bien o 

derecho fundamental. 

Al respecto, Ruiz, 2019, indica que la medida será proporcional sólo si se demuestra 

que la intensidad de la afectación de los derechos fundamentales y/o bienes 

jurídicos constitucionales es menos gravosa en comparación con la intensidad de la 
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satisfacción del derecho o bien jurídico constitucional que se intenta concretar con 

la medida propuesta. De lo contrario, si la intensidad de la afectación del derecho 

es más grave, la medida deberá ser prohibida y excluida su implementación. (…) 

La regla de ponderación exige evaluar en función al caso concreto la importancia o 

prevalencia de los intereses constitucionales en conflicto, donde uno precede o tiene 

más valor que el otro, es decir, se busca determinar el bien jurídico que es preferido 

y el que debe ceder en atención a las circunstancias propias de cada caso. 

 

En esta misma línea de pensamiento, Beteta, haciendo referencia al criterio de 

Robert Alexy, principal defensor del principio de proporcionalidad, agrega que: los 

principios, en cuanto mandatos de optimización, exigen una realización lo más 

completa posible, en relación con las posibilidades jurídicas y fácticas. Las 

referencias a las posibilidades fácticas llevan a los bien conocidos principios de 

adecuación y necesidad. La referencia a las posibilidades jurídicas implica una ley 

de ponderación que puede ser formulada como sigue: cuanto más alto sea el grado 

de incumplimiento o de menoscabo de un principio, tanto mayor debe ser la 

importancia del cumplimiento del otro. La ley de ponderación no formula otra cosa 

que el principio de la proporcionalidad en sentido estricto. Por su parte Luis Prieto 

Sanchis señala que la proporcionalidad es la fisonomía que adopta la ponderación 

cuando se trata de resolver casos concretos y no de ordenar en abstracto una 

jerarquía de bienes, tiene una importancia capital porque es la prueba que debe 

superar toda medida restrictiva de un derecho constitucional. La prueba de 

proporcionalidad se descompone en cuatro elementos, que deberán sucesivamente 

acreditados por la decisión o norma impugnada: primero, un fin constitucionalmente 

legítimo como fundamento de la interferencia en la esfera de los derechos. Segundo, 

la adecuación o idoneidad de la medida adoptada en orden a la protección o 

consecución de dicho fin. Tercero la necesidad de la intervención o, lo que es lo 

mismo, del sacrificio o afectación del derecho que resulta limitado, mostrando que 

no existe un procedimiento menos gravoso o restrictivo. Y finalmente la llamada 

proporcionalidad en sentido estricto, en este criterio ha de realizarse una 

ponderación o balance, entre la medida de coerción personal y el derecho que se 

pretende afectar, [esto es], que el objetivo de intervención, debe ser por lo menos 

equivalente o proporcional al grado de afectación al derecho fundamental. La 

ponderación de la medida limitadora, [importa], el análisis racional que realiza el 
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juez, tomando en cuenta el juicio de desvalor que recae sobre un hecho o acto 

humano para que en consecuencia se pueda hacer un juicio de desvalor al autor de 

ese hecho que justifique de manera necesaria e idónea la medida de coerción. 

Enhorabuena, [lo que exige la ponderación], es que la medida limitativa de derechos 

fundamentales revista de una intervención mínima, procurando el uso racional en 

la declaración de derechos. (pp. 16-17). 

 

Efectivamente, este criterio también ha sido respaldado por la doctrina comparada, 

al establecer que la proporcionalidad, es la ponderación como eje fundamental para 

una debida valoración de derechos fundamentales, al respecto indica que este 

subprincipio supone una valoración entre un derecho fundamental o principio 

constitucional y el fin legislativo que origina su menoscabo, a través del examen de 

los gravámenes que se imponen recíprocamente, para establecer si el beneficio 

obtenido por dicho fin legislativo, justifica la intensidad en que se menoscaban 

aquellos. Lo anterior es lo que se conoce como ponderación en sentido estricto, que 

Alexy hace consistir en determinar “cuál de los intereses [en conflicto], de igual 

jerarquía en abstracto, tiene mayor peso en el caso concreto”. (Sánchez, p. 51). 

 

Dentro de este orden de ideas, concluimos que una vez superado y analizado el test 

de idoneidad y necesidad de la medida, en el ámbito de la proporcionalidad en 

sentido estricto corresponde realizar una comparación entre el grado de realización 

del fin constitucional y consecuentemente el grado de intensidad de la intervención 

en el derecho fundamental, pues como se ha expresado en los fundamentos 

precedentes, la ponderación va a suponer realizar una evaluación de un derecho que 

se encuentra en conflicto con otro, vale decir, que se debe de valorar los diferentes 

intereses contrapuestos y las circunstancias concurrentes en cada caso en concreto, 

evaluar e identificar cuáles son los beneficios y ventajas derivadas de la restricción 

de uno o más derechos, entendiéndose que ésta restricción debe ser siempre superior 

a los perjuicios sobre otros bienes e intereses en conflicto. 

En conclusión, de todo lo expuesto se sintetiza, que la aplicación del principio de 

proporcionalidad resulta de suma importancia a efectos de garantizar que las 

medidas o sanciones a imponer por el órgano judicial o administrativo se encuentren 

legitimadas y dentro del ámbito constitucional, por lo tanto corresponde realizar un 

análisis y evaluación desde la perspectiva de los tres subprincipios, como son la 
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idoneidad, necesidad y proporcionalidad en sentido estricto, pues lo que se debe 

garantizar en toda instancia es la no vulneración de los derechos constitucionales, 

y si en caso exista una restricción de éstos, debe ser por un fin superior y un bien 

mayor, y el hecho que implique la imposición de una medida, esta debe ser 

razonable, legitima y que sea la menos lesiva y necesaria para la consecución de un 

fin. 

 

       Como segundo objetivo específico de la presente investigación, se ha propuesto 

Determinar si en las Resoluciones emitidas por el órgano sancionador del proceso 

administrativo disciplinario – Red de Salud Utcubamba, vulnera el principio de 

proporcionalidad. 

 
En este acápite a efectos de determinar si existe o no la vulneración del principio 

de proporcionalidad en las resoluciones de sanción y de esta forma corroborar 

nuestra hipótesis propuesta, es necesario recurrir a hacer mención a los resultados 

obtenidos, del análisis de cada uno de las resoluciones de sanción emitidas 

durante el periodo junio de 2018 a junio de 2019, siendo así, de la figura 1 se 

evidencia que el 100% de los procesos administrativos disciplinarios sancionadores 

que se instauraron en la Red de Salud de Utcubamba, desde el momento de la 

comisión de los hechos hasta la emisión de la sanción han transcurrido hasta dos 

años, lo que significa que en este caso no se ha incurrido en ninguno de los 

supuestos del artículo 94 de la ley n° 30057 referido a la prescripción, esto es la 

potestad sancionadora del Estado se encontraba legitimada por estar dentro del 

plazo para poder investigar hechos que supuestamente constituirían una presunta 

falta administrativa, de la misma forma, en la figura número 2 se evidencia que en 

el 100% de los casos, el tiempo transcurrido desde el inicio del proceso 

administrativo disciplinario hasta la emisión de la resolución de sanción, ha sido de 

hasta un año, lo que significa que la actuación del órgano administrativo se 

encuentra dentro de los márgenes que establece el artículo 94° segundo párrafo, el 

cual establece que  “entre el  inicio  del  procedimiento disciplinario y la emisión 

de la resolución de sanción no puede transcurrir un plazo mayor a un año”, 

asimismo, se evidencia que estas resoluciones de sanción en un 83% fueron por la 

falta de negligencia en el desempeño de las funciones de los servidores civiles, la 

misma que se encuentra consagrada en el artículo 85, literal d) de la ley n° 30057, 
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ley del servicio civil, y en un 17 % las resoluciones de sanción fueron para sancionar 

la falta de uso de la función con fines de lucro, la misma que se encuentra estipulado 

en el artículo 98, literal f) del Decreto Supremo n° 040-2014-PCM. 

 

De la misma forma, el artículo 106 del Decreto Supremo n° 040-2014-PCM, 

reglamento de la Ley del Servicio Civil, establece que el procedimiento 

administrativo disciplinario cuenta con dos fases, una fase instructiva y una fase 

sancionadora; respecto a la primera fase, ésta se encuentra a cargo del órgano 

instructor y comprende las actuaciones conducentes a la determinación de la 

responsabilidad administrativa, la misma que se inicia con la notificación al servidor 

civil de la resolución que da inicio al proceso administrativo disciplinario, 

brindándole un plazo de 5 días hábiles para presentar su descargo, vencido dicho 

plazo, el órgano instructor realizará el análisis e indagaciones necesarias para 

determinar la existencia de la responsabilidad civil en un plazo máximo de 15 días, 

en este sentido, se tiene que esta fase es de suma importancia pues será 

responsabilidad del órgano administrativo el recabar los medios probatorios que 

acrediten una responsabilidad administrativa, la misma que se debe de encontrar 

debidamente fundamentada, en la presente investigación, se evidencia que del 

100% de las resoluciones de inicio de proceso administrativo disciplinario, las 

mismas que fueron debidamente notificadas a los servidores, y éstos en su 100% 

presentaron sus descargos dentro del plazo legal, tal y como se evidencia de la 

figura número 5, sin embargo, se evidencia la deficiencia en la actuación 

administrativa, pues se desvinculan de lo establecido por la normativa que indica el 

realizar el análisis e indagaciones necesarias para corroborar o descartar la 

existencia de responsabilidad, pues tal y como se evidencia de la figura número 4 

en el 100% de los casos el órgano instructor no realizó una mínima diligencia a 

efectos de determinar la sanción a las faltas, o la graduación de la posible sanción 

a imponerse, en consecuencia omitiendo su función de investigar las situaciones 

atenuantes o agravantes de la comisión de la falta, pasó a emitir su informe de 

órgano instructor, donde nuevamente incurrió en una motivación aparente, 

inaplicando lo establecido por el artículo 87 y 91 de la ley n° 30057, aunado a 

ello, de la figura número 6 también se corrobora que el órgano instructor al momento 

de realizar su informe dirigido al órgano sancionador solo en un 37% de los casos se 

pronuncia absolviendo los descargos presentados, y en un 67% de los casos no 
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realiza pronunciamiento alguno respecto a los descargos presentados, y sin tener en 

cuenta los argumentos realizados por los administrados en ejercicio de su derecho 

de defensa, éste emite pronunciamiento recomendando al órgano sancionador se 

continúe con el proceso administrativo disciplinario, y se imponga una sanción, 

existiendo por ende en el 100% de los casos una falta de motivación de los 

actos administrativos, tal y como se corrobora de la figura número 7. Asimismo, 

en la segunda etapa o fase sancionadora, cuya dirección está a cargo del órgano 

sancionador, la misma que comprende desde la recepción del informe del 

órgano instructor, hasta la emisión de la comunicación que determina la imposición 

de sanción, o que determina la declaración de no ha lugar, en esta segunda 

etapa, de conformidad al debido procedimiento corresponde al órgano sancionador 

notificar y poner de conocimiento al servidor civil el informe de órgano instructor, 

a efectos de que este en ejercicio de su derecho de defensa, y de conformidad al 

artículo 112 del reglamento de la ley del servicio civil, pueda solicitar su informe 

oral ya sea de manera personal o a través de su abogado, procedimiento que se 

ha cumplido al 100%, tal como se corrobora de los resultados graficados en la 

figura número 8, lo que nos hace indicar que en lo que respecta al cumplimiento 

de plazos y debido emplazamiento de los actos administrativos a los servidores 

civiles se ha cumplido de conformidad a lo que se establece en las normas del 

procedimiento administrativo sancionador. 

 

Sin embargo, ello no significa que se haya garantizado el ejercicio del derecho de 

defensa, pues si bien es cierto, que los servidores civiles han tenido la posibilidad 

de contradecir o presentar sus descargos ante la falta imputada, pero al no haberse 

tomado en cuenta sus argumentos, o al no existir un pronunciamiento al respecto 

por parte de la autoridad administrativa, obviamente no se está garantizando al 

100% el derecho de defensa, y tampoco se está garantizando el derecho que tiene 

toda persona a la debida motivación de las resoluciones, la misma que debe contener 

una identificación clara y precisa de los hechos y su tipificación en la norma que 

constituiría una falta administrativa pasible de sanción, vale incidir en que esta 

decisión deberá estar basado en un criterio de proporcional y razonable, sin 

embargo de la figura número 9 se evidencia que solo en un 50% de las 

resoluciones de sanción emitidas por la Red de Salud de Utcubamba, se realizó una 

determinación de la sanción a las faltas, de conformidad con lo estipulado en el 
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artículo 87 de la ley 30057, la misma que establece que la sanción a aplicarse debe 

ser proporcional a la falta cometida, y para su determinación se deben evaluar la 

concurrencia o existencia de nueve supuestos, los mismos, que según se evidencia 

de la figura número 10, solo en un 50% se analizó los supuestos contenidos en el 

literal a) grave afectación a los intereses del Estado, y el literal d) circunstancias en 

que se cometió la infracción, sin embargo no se realiza un respectivo análisis, solo 

se limitan a describir el artículo y los supuestos referidos, sin desarrollar cual es la 

vinculación entre los hechos y los supuestos que se deben analizar para una 

determinación proporcional entre la falta cometida y la sanción a imponerse. Esta 

problemática también se evidencia del contenido de la figura número 11, donde 

se indica que en el 100% de las resoluciones de sanción emitidas por la Red de 

Salud de Utcubamba, no se ha tomado en cuenta lo establecido por el artículo 91 

de la ley número 30057, referido a la graduación de la sanción, donde se prescribe 

que los actos de administración pública que impongan sanciones disciplinarias 

deben estar debidamente motivados de modo expreso y claro, identificando la 

relación entre los hechos y las faltas, y los criterios para la determinación de la 

sanción, de la misma forma indica que la sanción corresponde a la magnitud de las 

faltas, según su menor o mayor gravedad, pues su aplicación no debe ser de forma 

automática, pues la entidad debe de contemplar no solo la naturaleza de la 

infracción, sino también los antecedentes del servidor civil, lo cual es concordante 

con el criterio adoptado por el mismo Tribunal Constitucional en el Expediente n° 

2192-2004-AA/TC, cuando establece que: una decisión razonable en estos casos 

supone, cuando menos: a) La elección adecuada de las normas aplicables al caso y 

su correcta interpretación, tomando en cuenta no solo una ley particular, sino el 

ordenamiento jurídico en su conjunto. b) La comprensión objetiva y razonable de 

los hechos que rodean al caso, que implica no solo una contemplación en 

“abstracto” de los hechos, sino su observación en directa relación con sus 

protagonistas, pues solo así, un “hecho” resultará menos o más tolerable, 

confrontándolo con los antecedentes del servidor, como lo ordena la ley en este 

caso. c) Una vez establecida la necesidad de la medida de sanción, porque así lo 

ordena la ley correctamente interpretada en relación a los hechos del caso que han 

sido conocidos y valorados en su integridad, entonces el tercer elemento a tener en 

cuenta es que la medida adoptada sea la más idónea y de menor afectación posible 

a los derechos de los implicados en el caso. 
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Por tanto, para que; un acto administrativo sea proporcional se debe de realizar un 

análisis desde una perspectiva de idoneidad, necesidad y proporcionalidad, sin 

embargo de los resultados obtenidos y descritos en las tablas número 9, 10 y 11 se 

evidencia que en las resoluciones de sanción emitidas por el órgano sancionador – 

Red de Salud de Utcubamba, periodo junio de 2018 a junio de 2019, no se ha 

realizado un análisis desde la perspectiva del principio de proporcionalidad y 

razonabilidad, existiendo así una evidente vulneración de éstos principios 

constitucionales, lo cual corrobora nuestra hipótesis planteada respecto a que: “sí 

existe, vulneración del principio de proporcionalidad en las Resoluciones emitidas 

por el órgano Sancionador de los procesos administrativos disciplinarios, impuestos 

a los trabajadores de la Red de Salud Utcubamba, durante el periodo Junio 2018 – 

Junio 2019, por cuanto no se realiza una debida determinación de la sanción a las 

faltas y tampoco se ha realizado una debida graduación de la sanción a imponerse”. 

 

Finalmente, de esta actuación negligente y apartada de derecho por parte de la 

autoridad administrativa, se evidencia que en el 17% de las resoluciones de sanción 

que fueron emitidas por la Red de Salud de Utcubamba se ha sancionado con 

amonestación escrita, y en un 83% se impuso la sanción de suspensión sin goce de 

remuneraciones, las mismas debido a que no se ha realizado una determinación 

entre la sanción y las faltas y mucho menos una graduación de la sanción se ha 

fijado los días de suspensión basado en criterios personales, con una motivación 

aparente, afectando derechos constitucionales, como al debido procedimiento 

administrativo y a la debida motivación de las resoluciones, y peor aún, esta 

afectación se agrava cuando de los resultados obtenidos de la figura número 14 se 

evidencia que en el 100% de los casos donde se ha impuesto una sanción, los 

servidores civiles no han interpuesto recurso de impugnación alguno, en 

salvaguarda de sus derechos vulnerados. 

 

De lo expuesto se concluye que ha existido una vulneración de los derechos de los 

servidores civiles de la Red de Salud de Utcubamba, sometidos a un proceso 

administrativo, pues los actos administrativos emitidos tanto por el órgano 

instructor como por el órgano sancionador carecen de motivación, y como resultado 

de esta actuación se ha sancionado de manera arbitraria a servidores civiles, por 

ende no se aplicó los criterios establecidos por Ley, perdiéndose de esta manera el 
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verdadero sentido del derecho, el cual debe de garantizar la defensa de los derechos 

y el acceso a la justicia. 
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V. CONCLUSIONES 

Primero: El principio de proporcionalidad constituye una herramienta 

hermenéutica que permite medir, controlar y determinar que aquellas 

injerencias directas o indirectas, tanto de los poderes públicos como de los 

particulares, sobre el ámbito o esfera de los derechos de la persona humana, 

respondan a criterios de adecuación, coherencia, necesidad, equilibrio y 

beneficio entre el fin lícitamente perseguido y los bienes jurídicos 

potencialmente afectados o intervenidos, de modo que sean compatibles con 

las normas constitucionales. Por tanto su aplicación debe ser realizada desde el 

análisis de tres criterios de suma importancia, esto es un criterio de idoneidad 

que supone la adecuación de los medios escogidos para el fin que se pretende 

lograr, un criterio de necesidad que verificará si la utilización de la medida sea 

la única y la menos gravosa que pueda conducir al fin perseguido, finalmente 

el criterio de proporcionalidad en sentido estricto que exige al legislador 

realizar un examen de ponderación de derechos, y una evaluación entre medios 

y fin, a efectos de garantizar que el logro del fin perseguido, no sacrifique 

principios constitucionalmente más importantes. 

Segundo: En el derecho administrativo la aplicación del principio de 

proporcionalidad ha sido de manera progresiva, no existiendo, un consenso 

definido tanto en la doctrina como en la jurisprudencia respecto a las pautas que 

se deben tomar en cuenta al momento de realizar un análisis desde la 

perspectiva del principio de proporcionalidad, sin embargo, el Tribunal 

Constitucional ha sido enfático en señalar que una decisión razonable supone, 

cuando menos: a) La elección adecuada de las normas aplicables al caso y su 

correcta interpretación, tomando en cuenta no solo una ley particular, sino el 

ordenamiento jurídico en su conjunto, b) La comprensión objetiva de los 

hechos que rodean al caso, que implica no solo una contemplación en 

“abstracto” de los hechos, sino su observación en directa relación con sus 

protagonistas, pues solo así, un “hecho” resultará menos o más tolerable, 

confrontándolo con los antecedentes del servidor, como lo ordena la ley en 

este caso, c) Una vez establecida la necesidad de la medida de sanción, se debe 

tener en cuenta que la medida adoptada sea la más idónea y de menor 

afectación posible a los derechos de los implicados en el caso, supuestos que 
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implican realizar la aplicación de los criterios de determinación y graduación 

previstos en el artículo 87 y 91 de la ley N° 30057. 

 

Tercero: Se ha podido demostrar que no existe una adecuada interpretación y 

aplicación del principio de razonabilidad en las resoluciones de sanción 

administrativa que impone la Red de Salud de Utcubamba, al no haber 

cumplido con observar los aspectos mínimos exigidos para una interpretación 

adecuada, como son los señalados en el punto anterior, habiéndose limitado a 

aplicar sanciones sin considerar en la mayoría de los casos la exigencia del 

principio, sin analizar tampoco los criterios de graduación previstos en la ley, 

y su incidencia en la determinación de la sanción respectiva, previstos en los 

artículos 91y 87 de la ley n° 30057, por lo que en el 100% de los casos se ha 

realizado una aplicación mecánica e irrazonable de la norma sancionadora. 

Cuarto: Finalmente se ha demostrado que la Red de salud de Utcubamba, en 

sus resoluciones de sanción, cumple con todos los parámetros exigidos en el 

desarrollo del proceso administrativo disciplinario, como son el cumplimiento 

de plazos y la debida notificación de los actos administrativos, sin embargo, en 

lo que respecta a la debida motivación de sus decisiones, en el 100% de los 

casos, éstas carecen de las exigencias del principio de proporcionalidad, y la 

aplicación de este principio en sus tres subprincipios como son la idoneidad, 

necesidad y proporcionalidad en sentido estricto. 
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VI. RECOMENDACIONES 

1. A la Red de Salud de Utcubamba, se debe brindar capacitación 

especializada a las autoridades y funcionarios de la Administración 

Pública, encargados de investigar y sancionar a los administrados, a 

efectos de que estén mejor preparados y puedan motivar en sus 

resoluciones la observancia del principio de proporcionalidad a través de 

una interpretación adecuada del mismo, observando los diversos criterios 

previstos en la ley. 

 
2. De igual manera, a nivel de los Administrados, se deben realizar charlas 

de capacitación a los servidores civiles y abogados litigantes a fin de 

orientar su actuación en los procedimientos administrativos 

sancionadores a fin de exigir una adecuada interpretación y aplicación 

del principio de razonabilidad. 3. Se recomienda que se lleven a cabo 

mayores análisis y comentarios de la Ley Servir, esto a nivel doctrinario; 

para que de esta manera las autoridades administrativas competentes 

puedan contar con suficientes interpretaciones de la norma para 

aplicarlas de mejor manera a la realidad jurídica. 

 
3. Tanto a nivel legislativo como doctrinario, se debe incidir en la 

importancia del principio de proporcionalidad a nivel administrativo, 

para que así se le reconozca adecuadamente y puede ser aplicado en los 

casos en concreto. 

 
4. Se deben fundamentar las resoluciones emitidas dentro de un 

procedimiento administrativo disciplinario, teniendo en cuenta los 

siguientes criterios: necesidad, idoneidad y proporcionalidad en sentido 

estricto. 
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ANEXO 1 

FICHA DE RECOJO DE INFORMACIÓN DE LAS RESOLUCIONES DE 

SANCIÓN EMITIDAS POR EL ORGANO SANCIONADOR DE LA RED DE 

SALUD DE UTCUBAMBA PERIODO JUNIO 2018 A JUNIO 2019 
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CUADRO DE ANALISIS DE RESOLUCIONES DE SANCIÓN PARA EL 

TRABAJO DE INVESTIGACIÓN: 

“VULNERACIÓN DEL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD EN LAS 
RESOLUCIONES DEL PROCESO ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO 

- RED SALUD UTCUBAMBA PERIODO JUNIO 2018 – JUNIO 2019” 

 

Fecha de la comisión 
de los hechos 

 

Tipo de falta imputada  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

Etapa Instructiva 

Fecha de 

Resolución 

de Inicio 

PAD 

  
 

Debidamente 

notificada 

 
S 

 

N 
o 

 

Sanción propuesta  

Determinación y Graduación de la 

sanción (Art. 87 y 91 Ley Nº 30057) 

Si  

No  

 

 
 

El investigado 
presento 
descargo 

 
Sí 

 Interpuso 
excepciones como 

prescripción 

 

Otro fundamento  

No  

 

 
 

En el Informe 

de OI 

Realiza una debida 
fundamentación 

S

i 

 

N
o 

 

Se pronuncia 
absolviendo el 
descargo 

S

i 

 

N

o 

 

 

 

 

 

 

 
Etapa Sancionadora 

 
Notifica el 

informe de O.I 

Si  Solicita informe Si  

oral No  

No  

 

 

Determinación 

de la sanción a 

las faltas (Art. 

87 Ley Nº 

30057) 

 

 

 

 

 

 

 
 

Si 

 Grave afectación de los intereses del Estado  

Ocultar la comisión de la falta  

Grado de jerarquía y especialidad del servidor  

Circunstancias en que se cometió la infracción  

Concurrencia de varias faltas  

Participación de uno o más servidores 
en la comisión 

de la falta 

 

Reincidencia  

Continuidad en la comisión de la falta  

Beneficio ilícitamente obtenido  

No  

 
Graduación   de 

la sanción (Art. 

91 

 

Si 

 Identificación de la relación entre 
hecho y falta 

 

Antecedentes del servidor  

No  

 

Interposición de 

recurso contra la 

resolución de órgano 

sancionador 

 
Si 

 Apelación  

Reconsideración  

 
No 
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ANEXO II 

VALIDACIÓN DE     INSTRUMENTOS 

FORMATO DE CARTA, DIRIGIDA A EXPERTOS SOLICITANDO 

OPINIÓN PARA DETERMINAR LA VALIDEZ Y CONFIABILIDAD DE LOS 

INSTRUMENTOS APLICADOS. 
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ANEXO III 

 

 

FORMATO DE INFORME DE OPINION DE EXPERTO, PARA 

DETERMINAR LA VALIDEZ Y CONFIABILIDAD DE LOS 

INSTRUMENTOS APLICADOS. 
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